
Señores 

MAGISTRADOS CONSTITUCIONALES DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE SINCELEJO (SUCRE) – REPARTO - DEL CIRCUITO DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE SINCELEJO (SUCRE). 

E.S.D. 

 

 

Asunto: Acción de tutela.  

 

 

DIEGO ARMANDO PEINADO GARRIDO, abogada en ejercicio, mayor y vecina 

de Santiago de Tolú (Sucre), identificado con la cédula de ciudadanía N° 

1.104.864.093 expedida en Tolú (Sucre) y portador de la T.P. No. 228.579 del 

Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado especial de 

la señora ROSARIO MELENDRES BLANCO, según poder conferido, mediante el 

presente escrito, con fundamento en el artículo 86 de la Constitución Política, 

instauro Acción de Tutela, en contra de JUZGADO SEGUNDO CIVIL ORAL DEL 

CIRCUITO DE SINCELEJO (SUCRE), con el fin de que sea protegido mis derechos 

fundamentales AL DEBIDO PROCESO – A LA DEFENSA Y AL ACCESO A LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, quebrantados por el Juzgado que se denuncia, 

en los términos del precepto reglamentario. 

 

DESIGNACION DE LAS PARTES Y SUS REPRESENTANTES 

 

1.   PARTE ACTORA: La constituye la ROSARIO MELENDRE BLANCO, con 

C.C. No. 64.570.068 de Sincelejo (Sucre). 

2. PARTE DEMANDADA: Está constituida por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL 

ORAL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO (SUCRE), Palacio de Justicia de 

Sincelejo (Sucre). Correo electrónico: 

ccto02sinc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

HECHOS 

  

Primero. El día 17 de febrero de 2021, el juzgado accionado se presentó, sin 

notificación previa y de manera intempestiva a realizar una entrega del inmueble 

de nombre HOTEL Y RESTAURANTE JHAYSURYS, ubicada em municipio de 

Coveñas – Sucre. 

 

Segundo. Mi poderdante es depositaria judicial del bien antes citado, conforme a 

acta de embargo y secuestro que se aporta, dentro de un proceso ejecutivo, 

tramitado ante el Juzgado Primero Promiscuo de Santiago de Tolú (Sucre) - hoy 

por competencia territorial ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Coveñas 

(Sucre), bajo los radicado Nos. 2012-00183, referencia 2007-00174. 



 

Tercero. Dentro del señalado proceso ejecutivo, a la señora LIBIA MARTINEZ 

BOTERO, demandante dentro proceso que motiva la entrega, fue vencida 

cuando se le negó una solicitud de levantamiento de medidas cautelares, 

conforme a decisión que se adjunta. 

 

Cuarto. El auto que ordena la entrega el inmueble no fue notificado en legal 

forma a la accionante y se enteró fue el día de la diligencia de entrega sin poder 

contar con los medios probatorios para su defensa legal. 

 

Quinto. La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia - Magistrado 

ponente LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA, STC6687-2020, Radicación N.° 

11001-02-03-000-2020-02048-00 (Aprobado en sesión virtual de dos de 

septiembre de dos mil veinte) Bogotá, D. C., tres (3) de septiembre de dos mil 

veinte (2020), se pronunció sobre este particular en época de Pandemia, cuyas 

aportes importantes de esa decisión se transcribe en el capítulo de precedente 

judicial de esta acción. 

  

Sexto. La omisión de la notificación constituye palmaria violación de las normas 

procesales, por lo que recurro a este mecanismo constitucional para solicitar el 

amparo de los derechos constitucionales AL DEBIDO PROCESO – DERECHO A 

LA DEFENSA Y AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, de mi 

representada. 

 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS – PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 

DE TUTELA. 

 

Los DERECHO DEBIDO PROCESO – DERECHO A LA DEFENSA Y AL ACCESO A 

LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. 

 

La interpretación armónica del postulado contenido en el artículo 229 de la 

Constitución1, con el derecho fundamental al debido proceso y con los principios 

fundantes de la Carta Política, ha conducido a otorgarle el carácter de 

fundamental al derecho de acceso a la administración de justicia. Y además de 

concebirlo como fundamental, la jurisprudencia constitucional también lo ha 

considerado un derecho medular, de contenido múltiple o complejo, teniendo en 

cuenta que se constituye como “la garantía real y efectiva que el Estado le ofrece 

al individuo, de poder acudir, para resolver las controversias que surjan con otros 

individuos u organizaciones y con el mismo Estado, ante un juez, con miras a 

obtener una resolución motivada, ajustada a derecho, y dictada de conformidad 

con el procedimiento y las garantías constitucionales previstas en la Constitución 

y en la ley.” (Sentencia T-476 de 1998). Bajo estas consideraciones la Corte ha 



afirmado que el alcance del derecho de acceso a la administración de justicia “no 

puede concebirse dentro de los estrechos moldes de una posibilidad formal de 

llegar ante los jueces, o en la simple existencia de una estructura judicial lista a 

atender las demandas de los asociados, puesto que su esencia reside en la 

certidumbre de que, ante los estrados judiciales, serán surtidos los procesos a la 

luz del orden jurídico aplicable, con la objetividad y la suficiencia probatoria que 

aseguren un real y ponderado conocimiento del fallador acerca de los hechos 

materia de su decisión.” (Sentencia C-1027 de 2002).  

 

El derecho de acceso a la administración de justicia ha sido entendido, no sólo 

como el presupuesto para el ejercicio de los demás derechos fundamentales, sino 

como: (i) la posibilidad de acceso efectivo de la persona a la administración de 

justicia; (ii) el curso de un proceso rodeado de todas las garantías judiciales y 

decidido en un plazo razonable; y (iii) la ejecución material del fallo. (Sentencias 

T897/08 y T-345/10) En cuanto concierne a la cuestión que plantea el caso 

presente, es del caso recalcar que el derecho de acceso a la administración de 

justicia comporta un deber dirigido a los funcionarios judiciales, consistente en 

decidir de fondo cada uno de los asuntos que se someten a su estudio, siendo, 

por excepción, procedente la resolución inhibitoria de los mismos únicamente 

cuando el funcionario ha agotado todas las alternativas jurídicas posibles para 

resolver el caso, siempre bajo el imperativo de la eficacia del derecho sustancial. 

Respecto de la arista que en esta providencia se enfatiza, la Corte Constitucional 

ha señalado lo siguiente: “El derecho constitucional fundamental al debido 

proceso se funda, entre otros aspectos, en la garantía de que, sometido un asunto 

al examen de los jueces, se obtendrá una definición acerca de él, de donde se 

desprende que normalmente la sentencia tiene que plasmar la sustancia de la 

resolución judicial. Hacerla aparente o formal implica, por tanto, la innegable 

violación de aquél, ya que deja al interesado a la expectativa, contrariando la 

razón misma del proceso.” El juez es el director del proceso y, en tal virtud, es el 

responsable de la realización de los actos procesales en forma regular y oportuna.  

 

LA PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS 

JUDICIALES. 

 

Amén de lo anterior, la acción de tutela contra la diligencia de entrega cumple 

con los requisitos de inmediatez y subsidiaridad por las siguientes 

consideraciones:  

 

Principio de Inmediatez. -  

 

La Corte Constitucional ha reiterado que uno de los principios que rigen la 

procedencia de la acción de tutela es la inmediatez. De tal suerte que, si bien la 



solicitud de amparo puede formularse en cualquier tiempo, es decir, no tiene 

término de caducidad
1
, su interposición debe hacerse dentro un plazo razonable, 

oportuno y justo
2
, bajo el entendido que su razón de ser es la protección 

inmediata y urgente de los derechos fundamentales vulnerados o amenazados.  

En nuestro caso, se cumple con este principio de inmediatez, porque la diligencia 

cuestionada se profirió el ……………  y esta solicitud de amparo se presenta, 

antes de seis (6) meses. 

 

Principio de Subsidiariedad 

 

El inciso 4º del artículo 86 Superior consagra el principio de subsidiariedad como 

requisito de procedencia de la acción de tutela y establece que “[e]sta acción sólo 

procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable”. 

 

Del mismo modo, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, prevé 

que el amparo constitucional será improcedente, cuando existan otros medios de 

defensa judicial eficaces para resolver la situación particular en la que se 

encuentre el solicitante.  

 

En nuestro asunto, se cumple el principio de subsidiaridad, porque contra la 

diligencia de entrega, no procede ningún recurso.  

 

 

PRECEDENTE JUDICIAL EN ESTE ASUNTO 

 

Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia - 

Magistrado ponente LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA, 

STC6687-2020, Radicación n.° 11001-02-03-000-2020-02048-00 

(Aprobado en sesión virtual de dos de septiembre de dos mil 

veinte) Bogotá, D. C., tres (3) de septiembre de dos mil veinte 

(2020). 

“… 

 Adicionalmente, llama la atención de la Sala que, pese a 

tenerse conocimiento de los correos de los apoderados, no se 

hubiese enviado el contenido de la providencia que daba traslado 

para sustentar la apelación. 

 
1 Sentencia T-805 de 2012 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, entre otras.  
2 Sentencia T-834 de 2005 M.P. Clara Inés Vargas Hernández, T-887 de 2009 M.P. Mauricio 
González Cuervo.  



 

Al punto, la Sala recientemente enfatizó: 

 

 “(…) La Ley 270 de 1996 dispone en el artículo 95 que se «debe 

propender por la incorporación de tecnología de avanzada al servicio de la 

administración de justicia» y autoriza que los «juzgados, tribunales y 

corporaciones judiciales podrán utilizar cualesquier medios técnicos, electrónicos, 

informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones». Esa 

disposición persigue que la Rama Judicial «cuente con la infraestructura técnica y 

la logística informática necesaria para el recto cumplimiento de las atribuciones y 

responsabilidades que la Constitución le asigna», según dijo la Corte 

Constitucional (C-037 de 1996) (…)”. 

 

“(…) En sintonía con dicho mandato, el artículo 103 del 

Código General del Proceso consagró como postulado 

central la virtualidad al decir que en «todas las actuaciones 

judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologías de la 

información y las comunicaciones» con los propósitos de 

«facilitar y agilizar el acceso a la justicia» y ampliar su 

cobertura. De manera que al tiempo que se propende por 

el uso de esas herramientas para simplificar los trámites 

«judiciales» se persigue que por esa vía se garantice la 

prestación del servicio jurisdiccional en todo el territorio 

nacional (…)”. 

 

“(…) Se sigue de allí que el empleo de los medios 

informáticos en la ritualidad de los «procesos judiciales» se 

ensambla a los principios de eficiencia y efectividad en la 

medida que se 

dinamiza el envío y recepción de documentos por esos 

canales, al tiempo que facilita la realización de otras 

actuaciones significativas, como las audiencias a través de 

la «virtualidad», con las obvias ventajas que ello produce 

en cuanto a la accesibilidad a la «información» sin que sea 

indispensable permanecer en la misma sede de los 

despachos, como lo fuerza la presencialidad (…)". 

 

“(…) Ciertamente, el uso de las tecnologías en el discurrir 

del litigio facilita que los intervinientes cumplan algunas 

cargas sin importar el lugar en que se encuentren, pues en 

la fase escrita, por ejemplo, una vez implementado el Plan 

de Justicia Digital 

«no será necesario presentar copia física de la demanda» 



(art. 89 C.G.P), además de que el canon 109 ibídem 

establece que las autoridades «judiciales deberán mantener 

«el buzón del correo electrónico con disponibilidad 

suficiente para recibir los mensajes de datos», al referirse a 

la presentación de memoriales por esa vía. Emerge así la 

autorización legal para que en este tipo de actuaciones 

todos los sujetos del «proceso» puedan acudir al uso de 

esas tecnologías y no solo cuenten con la posibilidad, sino 

que lo hagan en cumplimiento del deber que supone el 

arriba mencionado artículo 103 (…)”. 

 

“(…) En lo concerniente a las audiencias, el parágrafo 1° 

del artículo 107 de la misma obra habilita su realización «a 

través de videoconferencia, teleconferencia o por cualquier 

otro medio técnico, siempre que el juez lo autorice», de 

donde sobresalen algunas bondades en torno al ahorro de 

dinero y de tiempo en  el traslado de personal y todo lo 

que implica la preparación de una vista pública «presencial» 

(…)”. 

 

“(…) Muchas otras disposiciones de la Ley 1564 de 2012 

procuran por la utilización de los mecanismos telemáticos 

en las controversias civiles, comerciales, agrarias y de 

familia, lo que traduce que ese estatuto trajo implícito el 

«principio de accesibilidad», en el sentido de que el usuario 

de la administración de justicia, valiéndose de tales 

«herramientas», podrá interactuar en la contienda sin 

mayores obstáculos, criterio que armoniza con la filosofía 

esencial del Código, la apuesta por la informalidad (art. 11) 

y, fundamentalmente, con la tutela jurisdiccional efectiva 

(art. 2°) (…)”. 

 

“(…) En conclusión, esa codificación, muy acoplada a esta 

época, relievó el papel de los recursos electrónicos con el 

propósito de simplificar el acceso de las partes, abogados y 

 

terceros al juicio en que participan, así como el de quienes 

no teniendo esas calidades quieran conocer el contenido 

de las audiencias, entendiendo el «acceso» no estrictamente 

como el acercamiento físico al estrado, sino como 

cualquier forma que garantice la interacción entre sujetos 

procesales y juzgador, y  la información a que tiene 

derecho la sociedad con respecto a las funciones que se 



cumplen en ejercicio del poder, incluso desde la distancia 

(…)”. 

 

“(…) El régimen de notificación de los autos y sentencias 

no fue ajeno al «uso de las tecnologías» y en tal virtud el 

precepto 295 ejúsdem además de prever la divulgación de 

estados tradicionales, esto es, la que se hace en la secretaría 

de las dependencias «judiciales», consagró los «estados 

electrónicos». Dice la norma que la publicación debe 

contener la 

«determinación de cada proceso por su clase», la 

«indicación de los nombres del demandante y del 

demandado», la «fecha de la providencia», la «fecha del 

estado y la firma del secretario» (…)”. 

 

“(…) Como se puede apreciar, no se exige puntualizar «el 

sentido de la decisión que se notifica» y ello puede 

obedecer a varias razones, entre otras, porque si se trata de 

«estados físicos», le incumbe al interesado revisar el dossier 

para conocer el texto del proveído, lo cual no presenta 

mayores dificultades en vista que en el lugar donde 

visualizó la «publicación» (secretaría) también se halla el 

«expediente físico» (…)”. 

 

“(…) En realidad, el inconveniente puede surgir en 

presencia de la otra modalidad, es decir, a la que se refiere 

el parágrafo del citado canon conforme al cual, «cuando se 

cuente con los recursos técnicos los estados se publicarán 

por mensajes de datos», ya que si el legislador los autorizó 

como «medio de notificación» significa que es válido que 

los contendientes se den por enterados de la idea principal 

de las «providencias dictadas fuera de audiencia» sin 

necesidad de acudir directamente a la 

«secretaría del despacho». Siendo así, no puede entenderse 

surtido eficazmente ese «enteramiento electrónico si no se 

menciona el contenido central de la providencia», porque 

en este contexto ella no es asequible inmediatamente, 

como sucede con los «estados físicos» (…)”. 

 

“(…) Expresado en otros términos, la inclusión de la 

decisión medular de la «providencia» a notificar en los 

estados virtuales garantiza la publicidad natural que 

apareja dicho acto de comunicación, toda vez que la 



simple mención electrónica de la 

existencia de un «proveído» sin especificar su sentido basilar 

se aleja de la teleología del artículo 289 del Código 

General del Proceso, al pregonar que «las providencias 

judiciales se harán saber a las partes y demás interesados 

por medio de notificaciones» (…)” . 

 

“(…) En ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha 

sido enfática al sostener que «la notificación constituye uno 

de los actos de comunicación procesal de mayor 

efectividad, en cuanto garantiza el conocimiento real de 

las decisiones judiciales con el fin de dar aplicación 

concreta al debido proceso» (destacado propio. Sentencia 

T-025-18). De donde fluye que el núcleo esencial de las 

«notificaciones» en general gira alrededor del conocimiento 

que puedan adquirir los justiciables respecto del 

pronunciamiento que se les informa, con sujeción a las 

formalidades prescritas por el legislador, en aras de 

consolidar el «principio» de publicidad de las «actuaciones 

judiciales» (…)”. 

 

“(…) Sobre ese axioma se tiene decantado que alberga un 

«carácter indispensable para la realización del debido 

proceso, en tanto implica: (i) la exigencia de proferir 

decisiones debidamente motivadas en los aspectos de 

hecho y de derecho; y (ii) el deber de ponerlas en 

conocimiento de los sujetos procesales con interés jurídico 

en el actuar, a través de los mecanismos de comunicación 

instituidos en la ley, con el fin de que puedan ejercer sus 

derechos a la defensa y contradicción» (C.C. T-286 de 

2018), porque la «publicidad de las decisiones judiciales» 

juega un papel preponderante en la democracia del Estado 

en tanto contribuye a la legitimidad de la administración 

de justicia y permite que los ciudadanos ejerzan varias 

prerrogativas que componen el «debido proceso», como el 

derecho a ser oído en juicio que presupone necesariamente 

haberse enterado de su existencia y de su posterior impulso 

(…)”. 

 

“(…) En ese orden, tratándose de «estados electrónicos» es 

apropiado que la «publicación» contenga, además de las 

exigencias contempladas en el artículo 295 ídem, la 



«información» trascendente de lo resuelto por el 

funcionario, para asegurar que el litigante no solo conozca 

el hecho de haberse emitido la providencia, sino su 

verdadero alcance (…)”. 

 

“(…) Así mismo, es imperativo que lo ordenado por el 

iudex coincida con el punto neurálgico de la 

determinación que se inserta en el «estado», de manera que 

haya identidad y 

coherencia en la «información» que aparece en la 

resolución y aquella que se publicita telemáticamente, toda 

vez que «la utilización de los sistemas de información sobre 

el historial de los procesos y la fecha de las actuaciones 

judiciales sólo se justifica si los ciudadanos pueden confiar 

en los datos que en ellos se registran. Y ello puede ocurrir 

siempre y cuando dichos mensajes de datos puedan ser 

considerados como equivalentes funcionales de la 

información escrita en los expedientes» (C.C. T- 686 de 

2007) (…)”. 

 

“(…) Si de un lado la «virtualidad» envuelve la 

«accesibilidad» y, de otro, la «notificación» presupone el 

«conocimiento real de lo esencial de la providencia», es 

claro el nexo que debe existir entre el texto mismo de la 

decisión y su divulgación virtual, para que las partes a 

través del «estado electrónico» puedan estar al tanto del 

impulso que tuvo la controversia, aunque estén distantes 

del despacho, dado que el postulado constitucional de 

buena fe y junto a él la confianza legítima que se han 

acuñado para propiciar la credibilidad en las actuaciones 

de los particulares y entidades públicas (art. 83 C. P.), 

constituyen base importante para edificar la seguridad 

jurídica adquirida por los asociados frente a la información 

conocida a través de los medios de notificación, que en el 

caso de los «estados electrónicos» garantiza la publicidad y 

transparencia de la determinación comunicada por ese 

canal (…)”. 

 

“(…) Respecto de las aludidas máximas, el órgano de 

cierre de la jurisdicción constitucional tiene adoctrinado 

que (…)” 

 

“(…) [E]l principio de la buena fe se trata de un pilar 



fundamental de nuestro ordenamiento jurídico, que 

orienta las relaciones entre particulares y entre éstos y la 

administración, buscando que se desarrollen en términos 

de confianza y estabilidad. El principio de buena fe puede 

entenderse como un mandato de “honestidad, confianza, 

rectitud, decoro y credibilidad que acompaña la palabra 

comprometida (…) permite a las partes presumir la 

seriedad en los actos de los demás, dota de (…) estabilidad 

al tránsito jurídico y obliga a las autoridades a mantener 

cierto grado de coherencia en su proceder a través del 

tiempo”(…) El principio de confianza legítima funciona 

entonces como un límite a las actividades de las 

autoridades, que pretende hacerle frente a eventuales 

modificaciones intempestivas en su manera tradicional de 

proceder, situación que además puede poner en riesgo el 

principio de seguridad jurídica. Se trata pues, de un ideal 

ético 

que es jurídicamente exigible. Por lo tanto, esa confianza 

que los ciudadanos tienen frente a la estabilidad que se 

espera de los entes estatales, debe ser respetada y 

protegida por el juez constitucional (T-453 de 2018) (…)”. 

 

“(…) Ahora, si lo expresado en el «estado» no concuerda 

con lo definido por el juez y producto de dicho error el 

interesado sufre alguna lesión importante del «derecho al 

debido proceso», mal se haría en imputarle las resultas 

negativas de tal equivocación cuando actuó motivado por 

la «confianza legítima» que generó la 

«información publicada» (…)”. 

 

“(…) Sobre el punto, se ha esgrimido que «las 

consecuencias del error judicial no pueden gravitar 

negativamente en la parte procesal que lo padece, hasta el 

punto de perder la oportunidad de defenderse por haber 

conformado su conducta procesal a los informes 

procedentes del despacho judicial…; claro es que los 

errores judiciales se deben corregir, pero no a costa del 

sacrificio del legítimo derecho de defensa y menos de la 

buena fe puesta en los actos de las autoridades judiciales» 

(STC14157-2017) (…)”. 

 

“(…) De allí que, cuando excepcionalmente se presenta 

discordancia entre el «contenido de la providencia» y lo 



expresado en el «estado», esto es, cuando una cosa se 

decida y otra distinta sea la que se notifique, no es 

conveniente realizar un ejercicio de ponderación para 

establecer cuál «información» predomina, porque esa labor 

conlleva reconocer que los dos supuestos equiparados son 

aceptables, lo cual precisamente no sucede cuandoquiera 

que la «información» insertada en el 

«estado» es errónea. Lo deseable es la completa 

conformidad entre el contenido de la providencia y el de 

la información que mediante el estado se brinda a las 

partes, razón por la cual deben los despachos judiciales 

siempre hacer un esfuerzo por lograr la coincidencia 

informativa (…)”. 

 

“(…) En resumen, en el «estado electrónico» es propicio incluir la 

«idea central y veraz de la decisión que se notifica» y en 

caso de que aquél presente yerros trascendentes en 

relación con lo proveído, el tema deberá ventilarse por 

conducto de la nulidad procesal si se cumplen los 

presupuestos de tal institución (…)”5 (énfasis original). 

 

 

 

5 CSJ. STC de 20 de mayo de 2019, exp. 52001-22-13-000-2020-00023-01. 

 

 

Aunque ni el Código General del Proceso ni el Decreto 

Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, exigen a los estrados 

remitir, por correo electrónico, las providencias que se emitan, se 

memora, el objeto de los procedimientos es la materialización del 

derecho sustancial y, cualquier vacío en las normas, deberá 

conjurarse con observancia al principio de acceso a la justicia, 

según se establece en los artículos 11
6 

y 12
7 

de la primera 

normatividad reseñada 

 

Por tal motivo, ante casos como el estudiado, debe 

garantizarse la publicidad de las actuaciones a través de los medios 

disponibles, porque el paradigma de la virtualidad de los 

procedimientos impone el respeto de las prerrogativas de los 

usuarios de la administración de justicia y, del mismo modo, 

corresponde dar preminencia al principio pro actione, según el 



cual, debe buscarse la interpretación más favorable para el ejercicio 

de la acción evitando su “rechazo in limine”
8
. 

 

1. Así las cosas, la autoridad convocada lesionó las 

garantías superlativas de la accionante al no tener en cuenta el 

tránsito de legislación entre el artículo 327 del 

 

6 “(…) Artículo 11. Interpretación de las normas procesales. Al 

interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el 

objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos 

reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la 

interpretación de las normas del presente código deberán aclararse 

mediante la aplicación de los principios constitucionales y generales 

del derecho procesal garantizando en todo caso el debido proceso, 

el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás 

derechos constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de 

exigir y de cumplir formalidades innecesarias (…)”. 

7 “(…) Artículo 12. Vacíos y deficiencias del código. Cualquier 

vacío en las disposiciones del presente código se llenará con las 

normas que regulen casos análogos. A falta de estas, el juez 

determinará la forma de realizar los actos procesales con 

observancia de los principios constitucionales y los generales del 

derecho procesal, procurando hacer efectivo el derecho sustancial 

(…)”. 

8 Cfr Corte Constitucional, Sentencia T-528 de 2016 de 27 de 

septiembre de 2016, exp. T- 5.588.149, que al punto cita al 

Consejo de Estado, en decisión de 9 de mayo de 2012. Exp. 

54001-23-31-000-1998-01114-01(24634), 

 

Código General del Proceso y el canon 14 del Decreto Legislativo 

806 de 4 de junio de 2020, en materia de recursos interpuestos. 

 

Tampoco se tuvieron en cuenta las dificultades del nuevo 

modelo para notificar las actuaciones, a través de medios virtuales, 

pues, en realidad, no existen instructivos y, como se expuso, la 

revisión de las providencias que se enteran por estado no es 

sencilla. 

 

Se ignoró la efectividad derecho sustancial, pues 

pudiéndose enterar a la promotora por correo electrónico de la 



providencia refutada, no se facilitó el acceso a su contenido. 

 

2. Varios principios y derechos en los regímenes 

democráticos imponen la obligatoriedad de motivar la sentencia 

judicial: el de publicidad porque asegura la contradicción del fallo 

y muestra la transparencia con que actúan los jueces, pues si hay 

silencio en las causas de la decisión no habrá motivos para 

impugnar; el de racionalidad para disuadir el autoritarismo y la 

arbitrariedad; el de legalidad porque el fallo debe estar afincado en 

las normas aplicables al caso y en las pruebas válidamente 

recaudadas; los de seguridad jurídica y confianza legítima y debido 

proceso, entre otros, para materializar el principio de igualdad y 

aquilatar el Estado Constitucional. 

 

El deber de motivar toda providencia que no tenga por 

única finalidad impulsar el trámite, reclama, como presupuesto sine 

qua non, que la jurisdicción haga públicas las razones que ha 

tenido en cuenta al adoptar la respectiva resolución, de tal manera 

que tras conocérselas se tenga noticia de su contenido para que no 

aparezca arbitraria, caprichosa, antojadiza, sino producto del 

análisis objetivo, amén de reflexivo de los diferentes elementos de 

juicio incorporados al plenario y dentro del marco trazado por el 

objeto y la causa del proceso. 

 

3. En consecuencia, se otorgará el auxilio implorado, 

previniendo a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del 

Distritito Judicial de Manizales para que, en lo sucesivo, se 

abstenga de incurrir en conductas como la que dio origen a la 

presente salvaguarda; ordenándosele, además, que, dentro de las 

cuarenta y ocho horas (48) siguientes a la notificación de este 

pronunciamiento, deje sin efecto la decisión proferida el 25 de 

junio de 2020, así como las providencias que de ella se deriven y, 

en el mismo término, tramite la apelación formulada por la actora, 

teniendo en cuenta para ello las razones aquí esbozadas. 

 

4. Deviene fértil abrir paso a la protección incoada, 

dado el control legal y constitucional que atañe en esta sede al 

juez, compatible con el necesario ejercicio de control 

convencional, siguiendo el Pacto de San José de Costa Rica de 22 

de noviembre de 1969 (art. 8º de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos), a fin de garantizar el debido proceso. 



 

El convenio citado es aplicable dado el canon 9 de la 

Constitución Nacional, cuando dice: 

 

“(…) Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan 

en la soberanía nacional, en el respeto a la 

autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento 

de los principios del derecho internacional aceptados por 

Colombia (…)”. 

 

Complementariamente, el artículo 93 ejúsdem, contempla: 

 

“(…) Los tratados y convenios internacionales ratificados 

por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y 

que prohíben su limitación en los estados de excepción, 

prevalecen en el orden interno (…)”. 

 

“(…) Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se 

interpretarán de conformidad con los tratados 

internacionales sobre derechos humanos ratificados por 

Colombia (…)”. 

 

El mandato 27 de la Convención de Viena, sobre el 

Derecho de los Tratados de 1969
9
, debidamente adoptada por 

Colombia, según el cual: “(…) Una parte no podrá invocar las 

disposiciones de su derecho interno como justificación del 

incumplimiento de un tratado (…)”
10

, impone su observancia en 

forma irrestricta cuando un Estado parte lo ha suscrito o se ha 

adherido al mismo. 

 

4.1. Aunque podría argumentarse la viabilidad del 

control de convencionalidad sólo en decursos donde se halla el 

quebranto de garantías sustanciales o cuando la normatividad 

interna es contraria a la internacional sobre Suscrita en Viena el 

23 de mayo de 1969. 

10 Aprobada por Colombia mediante la Ley 32 de 1985. 

 

los derechos humanos, se estima trascendente efectuar dicho 

seguimiento en todos los asuntos donde se debata la conculcación 



 

de prerrogativas iusfundamentales, así su protección resulte 

procedente o no. 

 

Lo aducido porque la enunciada herramienta le permite a 

los Estados materializar el deber de garantizar los derechos 

humanos en el ámbito doméstico, a través de la verificación de la 

conformidad de las normas y prácticas nacionales, con la 

Convención Americana de Derechos Humanos y su jurisprudencia, 

ejercicio que según la Corte Interamericana se surte no sólo a 

petición de parte sino ex officio
11

. 

 

No sobra advertir que el régimen convencional en el 

derecho local de los países que la han suscrito y aprobado, no 

constituye un sistema opcional o de libre aplicación en los 

ordenamientos patrios; sino que en estos casos cobra vigencia 

plena y obligatoriedad con carácter impositivo para todos los 

servidores estatales, debiendo realizar no solamente un control 

legal y constitucional, sino también el convencional; con mayor 

razón cuando forma parte del bloque de constitucionalidad sin 

quedar al arbitrio de las autoridades su gobierno. 

 

4.2. El aludido control en estos asuntos procura, 

además, contribuir judicial y pedagógicamente, tal cual se le ha 

ordenado a los Estados denunciados, incluido 

 

 

11 Corte IDH. Caso Gudiél Álvarez y otros (“Diario Militar”) contra 

Guatemala. Sentencia de 

noviembre 20 de 2012. Serie C No. 253, párrafo 330 

 

Colombia12, a impartir una formación permanente de Derechos 

Humanos y DIH en todos los niveles jerárquicos de las Fuerzas 

Armadas, jueces y fiscales13; así como realizar cursos de 

capacitación a funcionarios de la rama ejecutiva y judicial y 

campañas informativas públicas en materia de protección de 

derechos y garantías14. 

 

Insistir en la aplicación del citado control y esbozar el 

contenido de la Convención Interamericana de Derechos Humanos 

en providencias como la presente, le permite no sólo a las 

autoridades conocer e interiorizar las obligaciones contraídas 



 

internacionalmente, en relación con el respeto a los derechos 

humanos, sino a la ciudadanía informarse en torno al máximo 

grado de salvaguarda de sus garantías. 

 

Además, pretende contribuir en la formación de una 

comunidad global, incluyente, respetuosa de los instrumentos 

internacionales y de la protección de las prerrogativas 

fundamentales en el marco del sistema americano de derechos 

humanos. 

 

5. De acuerdo a lo discurrido, se otorgará el auxilio 

implorado. 

 

 

 

12 Corte IDH, Caso Vélez Restrepo y familiares Vs. Colombia, 

Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

3 de septiembre de 2012. Serie C No. 248, párrs. 259 a 290, 

criterio reiterado Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia, 

Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 30 de noviembre de 2012. Serie C No. 259, párrs. 295 a 323. 

13 Corte IDH, Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala, 

Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párrs. 229 a 274. 

14 Corte IDH, Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, Excepciones 

preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 

agosto de 2012. Serie C No. 246, párrs. 278 a 308. 

 

3. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en 

Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER la tutela solicitada por Ana Milena 

González Silva frente a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Manizales, integrada, de forma unitaria, por 

la magistrada Ángela María Puerta Cárdenas, con ocasión del juicio 



 

liquidación de sociedad patrimonial de hecho con radicado Nº 

2018- 0298-01, incoado por Uillintón Alberto Tabares Restrepo 

contra la gestora. 

 

SEGUNDO: Ordenar a la Sala Civil-Familia del Tribunal 

Superior del Distritito Judicial de Manizales que, dentro de las 

cuarenta y ocho horas (48) siguientes a la notificación de este 

pronunciamiento, deje sin efecto la decisión proferida el 25 de 

junio de 2020, así como las providencias que de ella se deriven y, 

en el mismo término, tramite la apelación formulada por la actora, 

teniendo en cuenta las directrices aquí esbozadas. Envíesele la 

reproducción de esta sentencia. 

 

TERCERO: Prevenir a la autoridad confutada para 

que, en lo sucesivo, se abstenga de incurrir en conductas como las 

que dieron lugar a esta acción. 

 

CUARTO: Notifíquese lo resuelto mediante comunicación 

electrónica o por mensaje de datos, a todos los interesados. 

 

QUINTO: Si este fallo no fuere impugnado, remítase el 

expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

  

…”. 

PRUEBAS 

 

Documentales: Anexo los siguientes documentos 

 

1.) Las actuaciones surtidas dentro del proceso ejecutivo tramitado ante el 

Juzgado Primero Promiscuo de Santiago de Tolú (Sucre) - hoy por competencia 

territorial ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Coveñas (Sucre), bajo los 

radicado Nos. 2012-00183, referencia 2007-00174.. 

2.) Solicito se requiera al juzgado accionado para que rinda un informe de la 

actuación en la diligencia de entrega. 

 3.) Poder a mi favor 

 

Las que estime su Despacho. 

 

PETICION ESPECIAL DE MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN 

DERECHO. 

 



 

 

l 

 

 

Respetuosamente, solicito se suspendan la diligencia para el día 25 de Febrero 

2021 y los efectos de la entrega, hasta tanto se defina la presente acción de 

tutela. 

 

En el trámite de la acción de tutela, el Decreto 2591 de 1991 permite al juez 

constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger los 

derechos fundamentales del peticionario, hacer uso de la figura de la medida 

provisional, según la cual el Juez podrá dictar “(…) cualquier medida de 

conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se 

produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 

conformidad con las circunstancias del caso (…)” y dicha solicitud medida puede 

ser decretada de oficio o estudiada a petición de la parte presuntamente afectada. 

 

Al respecto, el artículo 7° del Decreto 2591 de 1997 establece: 

 

“Artículo 7. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la 

presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y 

urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que 

lo amenace o vulnere. 

 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la 

continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés 

público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para 

proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor 

del solicitante. 

 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien 

se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 

 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de 

conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se 

produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 

conformidad con las circunstancias del caso (…)” 

 

Sobre el particular la Corte Constitucional ha establecido que las medidas 

provisionales pueden ser adoptadas cuando se acredite: “(…) (i) Que la solicitud 

de protección constitucional contenida en la acción de tutela tenga vocación 

aparente de viabilidad por estar respaldada en fundamentos: (a) fácticos posibles 

y (b) jurídicos razonables, es decir, que exista la apariencia de un buen derecho 

(fumus boni iuris); (ii) Que exista un riesgo probable de que la protección 

constitucional pretendida pueda verse afectada considerablemente por el tiempo 

trascurrido durante el trámite de revisión, esto es, que haya un peligro en la 



 

 

l 

 

 

demora (periculum in mora); y (iii) Que la medida provisional solicitada no 

genere un daño desproporcionado a quien afecta directamente (…)”.  

 

De la misma forma y conforme el criterio esbozado por la propia Corte 

Constitucional, las medidas provisionales pueden ser adoptadas o decretadas 

durante el trámite del proceso o en la sentencia, en cualquiera de sus etapas, en 

razón a que es “únicamente durante el trámite o al momento de dictar la 

sentencia, se puede apreciar la urgencia y necesidad de la medida”. 

 

Analizado nuestro caso concreto que se expone en el texto de la tutela, se 

observa que de los argumentos expuestos y de las pruebas aportadas evidencian 

razones suficientes para sustentar los requisitos de la solicitud de la medida 

provisional, conforme al precedente jurisprudencial plasmado, toda vez que el 

inmueble a entregar es un establecimiento de comercio y su ejecución definitiva 

ocasiona un perjuicio que hace más gravosa la presunta vulneración del derecho 

fundamental que invoca. 

 

En este mismo sentido, se observa que de las pruebas aportadas, se acredita la 

condición de depositaria judicial de la accionante, cargo que viene reconocido 

mediante ordenamiento judicial. De igual forma, se observa que la medida de 

suspensión solicitada no versa sobre las mismas pretensiones de la acción de 

tutela, sino sobre una actitud preventiva para evitar un daño mayor. 

 

Así las cosas, tenemos que se encuentran inicialmente elementos de juicio que 

conllevan a su despacho a ordenar la medida provisional solicitada, por lo que 

ruego acceder a la misma. 

 

 

PETICIONES DE FONDO 

 

Con base en los hechos y fundamentos de derecho señalados anteriormente, 

solicito comedidamente, la tutela de los derechos fundamentales al DEBIDO 

PROCESO – DERECHO A LA DEFENSA Y AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA de la Señora ROSARIO MELENDRE BLANCO. 

 

Como consecuencia de lo anterior, se deje sin efectos lo actuado en diligencia de 

entrega por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL ORAL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO 

(SUCRE), el día 17 de febrero de 2021 y ordenar las notificaciones de las 

decisiones, conforme a las formalidades trazadas en el fallo de tutela aquí citado. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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Fundamento la presente Acción de Tutela en el artículo 86 de la C. N., para la 

interposición de la acción. Decreto 2591 de 1991 y demás normas aplicables y 

concordantes. 

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que no he presentado, hasta la fecha, 

parecida solicitud ante otra autoridad, con identidad de violación y derecho 

reclamado. 

 

NOTIFICACIONES 

 

En las direcciones arriba señaladas. 

    

Atentamente,  

 

 

 

DIEGO ARMANDO PEINADO GARRIDO 

CC N° 1.104.864.093 de Tolú. 

T.P. 228.579 del C. S. de la J. 

correo electrónico: diegopg85@hotmail.com 

 

 


